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Resumen El Estado de Derecho que tiene a la Constitución como norma, demanda 

el cumplimiento y aplicación de la misma por todos los órganos que ejercen el 

Poder Público y por las personas que se encuentran dentro del ámbito espacial en 

que se desenvuelve. Con la finalidad de garantizar la supremacía constitucional 

y el ejercicio de los derechos fundamentales el ordenamiento constitucional 

reconoce el derecho a la tutela judicial efectiva y establece tanto los órganos 

jurisdiccionales como los procesos que sirven para materializar la vigencia de 

aquella y la efectividad de estos.

Abstract The Rule of Law, which has the Constitution as a norm, demands the 

fulfillment and application of it by all the organs that exercise Public Power and 

by the people who are within the spatial scope in which it operates. In order 

to guarantee constitutional supremacy and the exercise of fundamental rights, 

1. Director del Centro de Estudios de Regulación Económica en la Universidad Monteávila (Venezuela), fundador 
del Instituto Internacional de Derecho Administrativo (IIDA), de la Red Internacional de Bienes Públicos (RIBP) y 
presidente de la Red Iberoamericana de Derecho de la Energía (RIDE). www.hernandezmendible.com
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the constitutional order recognizes the right to effective judicial protection 

and establishes both the jurisdictional bodies and the processes that serve to 

materialize the respect of that and effectiviness of these.

Palabras claves Constitución - Justicia constitucional – Poder judicial – procesos 

de constitucionalidad

Key words Constitution - Constitutional justice - Judiciary - constitutional 

processes

I. INTRODUCCIÓN

Estas palabras iniciales las dedico a felicitar la iniciativa de esta publicación 

y a agradecer a los dos maestros venezolanos Allan R. Brewer-Carías y José 

Araujo-Juárez, por la invitación a participar en esta obra con motivo de los 

20 años de la publicación de la Constitución, cuyo texto y espíritu ha sido 

sistemáticamente destruido por los miembros del régimen que usurpa el 

poder en la actualidad, lo que conducirá como sucede con cada final de ciclo 

histórico-político, a la derogación de la misma como signo del fin de una 

época oscura y el inicio de una nueva con el restablecimiento de la democracia 

republicana.

Sabiendo que ello sucederá así, concomitantemente al restablecimiento de la 

democracia, el Estado de Derecho y de la garantía de los derechos humanos, 

tal como ocurrió al final del adolfato se borrarán todos aquellos símbolos 

que durante esta época infame han pretendido destruir la identidad nacional, 

como lo constituyen el uso y abuso del nombre y la imagen deformada 

del Libertador, la modificación del Escudo de Armas de la República y por 

supuesto se volverá a izar la verdadera bandera nacional, el tricolor siete 

estrellas de la República de Venezuela.

Todos estos serán cambios muy importantes que evidenciarán la vuelta a la 

libertad, pero ello deberá hacerse acompañado de un marco de juridicidad 
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adecuado, para que no se den saltos al vacío al momento de pretender 

construir la nueva institucionalidad.

Es por ello que luce necesario entender la institucionalidad que se va a cambiar, 

cómo fue teóricamente concebida, por qué no funcionó o qué fue lo que funcionó 

mal y qué valdría la pena rescatar de ser posible y lo que debe ser eliminado 

de manera definitiva, con la finalidad de progresar con paso firme en el 

establecimiento del nuevo Estado democrático de Derecho.

En razón de ello, en este trabajo se efectuarán las reflexiones generales de como 

debieron actuar los órganos que ejercen el Poder Público, en cumplimiento de 

su deber de cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes, y en particular 

como debió actuar el Poder Judicial para garantizar tanto la supremacía de la 

Constitución, como el respeto y ejercicio efectivo de los derechos constitucionales.

El supraprincipio republicano de gobierno2 supone que el sistema de control de la 

actividad e inactividad de los órganos que ejercen el Poder Público, cuando actúan 

en desarrollo de la función legislativa, administrativa o jurisdiccional corresponde 

efectuarla al Poder Judicial, con sujeción a la Constitución y las leyes, es decir, 

que el modelo de control se inserta en el calificado como sistema judicialista.3 

Es así como en la actualidad el control la función legislativa, administrativa o 

jurisdiccional lo efectúan los órganos que ejerce el Poder Judicial, a través de 

los procesos constitucionales y administrativos desarrollados en las respectivas 

leyes, constituyéndose estas en los instrumentos a través de los que se garantiza 

tanto el ejercicio de los derechos a la tutela judicial efectiva como del debido 

proceso.4

2. Víctor R. Hernández-Mendible, Los principios generales del Derecho en el Derecho Administrativo, Los 
Principios en el Derecho Administrativo Iberoamericano, Netbiblo-Junta de Castilla y León, Valladolid-Salamanca, 
2008, p. 676.

3. En la doctrina científica venezolana puede consultarse Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el 
Contencioso-Administrativo en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993, p. 13; Aurilivi Linares 
Martínez, Ámbito y objeto de la jurisdicción contencioso administrativa: Hacia la consolidación de tribunales 
de plena jurisdicción, Procedimiento y Justicia Administrativa en América Latina, Konrad Adenauer Stiftung, 
México, 2009, p. 295. La explicación del sistema judicialista en la República Argentina puede leerse en Juan 
Carlos Cassagne, El sistema judicialista argentino, Tratado de Derecho Procesal Administrativo, tomo I, La Ley, 
Buenos Aires, 2007, pp. 49-72; y posteriormente, Tomás Hutchinson, Derecho Procesal Administrativo, tomo I, 
Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 2009, pp. 347-380.

4. Artículo 49 de la Constitución.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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Esto tiene particular relevancia en la Constitución de 1999, que desde la 

perspectiva de los derechos fundamentales vino a ampliar el catálogo de 

derechos anteriormente reconocidos; y que en el ámbito procesal se tradujo en 

la denominada constitucionalización del proceso en general, con su consecuente 

proyección sobre el proceso administrativo y el proceso constitucional.5

La materialización de lo señalado se aprecia en el hecho que ambos derechos: 

tutela judicial efectiva y debido proceso, han sido objeto de reconocimiento 

expreso en la norma suprema, tanto al otorgársele jerarquía normativa 

constitucional a las convenciones y los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos,6-7 válidamente suscritos y ratificados por la República, como 

al hacer mención textual y directa a tales derechos en el propio ordenamiento 

constitucional. 

Es así como la Constitución reconoce como integrante de la misma a los convenios 

internacionales en materia de Derechos Humanos suscritos y ratificados por la 

República, instrumentos -repito- a los que la misma norma suprema reconoce 

jerarquía constitucional,8 disponiendo su aplicación y vigor en el ámbito interno 

luego de ratificados y promueve la configuración de un proceso tramitado ante 

tribunales competentes, independientes y predeterminados por la ley, que 

permitan el ejercicio de las debidas garantías para la protección efectiva de los 

derechos e intereses legítimos de las personas.9 

Son estas disposiciones jurídicas previstas en la Constitución, las que se 

analizarán en el presente trabajo, para garantizar el ejercicio de los derechos 

5. Artículos 259 y 336 de la Constitución.

6. El artículo 23 de la Constitución.

7. Al igual que en algunos otros países de Iberoamericana, es posible sostener que el sistema universal de 
los Derechos Humanos constituye parte del bloque de la constitucionalidad. Román José Duque Corredor, 
Postulados y principios. El Sistema constitucional de los Derechos Humanos en la Constitución Venezolana, 
Derecho Administrativo Iberoamericano. 100 autores en homenaje al postgrado de Derecho Administrativo de la 
Universidad Católica Andrés Bello, tomo I, Ediciones Paredes, Caracas, 2007, pp. 155-171; en este mismo orden de 
ideas, se ha expresado que los instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos, forman parte 
del “Derecho de la Constitución o bloque de la constitucionalidad”. Ernesto Jinesta Lobo, La oralidad en el 
nuevo Proceso Contencioso-Administrativo, Procedimiento y Justicia Administrativa en América Latina, Konrad 
Adenauer Stiftung, México, 2009, p. 339; Víctor R. Hernández-Mendible, El Estado Convencional. Cincuentenario 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969-2019), Ediciones Jurídicas Olejnik, Santiago, 2020.

8. Artículo 23 de la Constitución.

9. Artículo 49 de la Constitución.
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fundamentales en el orden jurisdiccional constitucional y administrativo, en su 

función de garantes de la supremacía constitucional.

En aras de una mayor claridad en la exposición de las ideas, dividiré el presente 

trabajo de la siguiente manera: Los principios que fundamentan el Estado social y 

democrático de Derecho (II); el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva 

(III); los tipos de control de la constitucionalidad (IV); los mecanismos procesales 

de control de la constitucionalidad (V); y las consideraciones finales (VI).

II. LOS PRINCIPIOS QUE FUNDAMENTAN EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO 

DE DERECHO  

El supraprincipio republicano de gobierno democrático,10 exige que tanto la ley, el 

reglamento, el acto administrativo o las sentencias, respeten sus límites y tengan su 

mismo contenido axiológico, constituyendo la base o fundamento de la sociedad libre 

y de todos los actos jurídicos de quienes la integran.11 Este encuentra su manifestación 

más acabada en la expresión Estado social y democrático de Derecho, que se sustenta 

en los principios generales del Derecho, que se mencionan a continuación. 

1. El principio de supremacía de la Constitución 

La supremacía de la Constitución se proyecta sobre el bloque de la constitucionalidad, 

conformado este por la Constitución, los principios constitucionales,12 las leyes 

10. El preámbulo de la Constitución se refiere al establecimiento de “una sociedad democrática”, lo que lleva a 
constituir a Venezuela en un “Estado social y democrático de Derecho” (artículo 2), y siendo la democracia uno de 
sus valores, se dispone que el gobierno “es y será siempre democrático” (artículo 6). Posteriormente Venezuela, 
suscribe la Carta Democrática Interamericana, cuyo artículo 1 eleva la noción de democracia a la categoría de 
“derecho de los pueblos de América” y luego delimita su contenido en otras disposiciones del articulado. Por su 
parte, el artículo 32.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos destaca el valor de la democracia 
como referencia para regular la limitación de los derechos, indicando que “Los derechos de cada persona están 
limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, 
en una sociedad democrática”, declaración esta que ha llevado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
a considerar en su Opinión consultiva OC-5/85, de 13 de noviembre de 1985, que “Las justas exigencias de la 
democracia deben, por consiguiente, orientar la interpretación de la Convención y, en particular, de aquellas 
disposiciones que están críticamente relacionadas con la preservación y el funcionamiento de las instituciones 
democráticas” y al referirse concretamente a las nociones de orden público y bien común, sostiene la Corte en 
la referida Opinión consultiva que “Esos conceptos en cuanto se invoquen como fundamento de limitaciones a 
los derechos humanos, deben ser objeto de una interpretación estrictamente ceñida a las justas exigencias de 
una sociedad democrática que tenga en cuenta el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de 
preservar el objeto y fin de la Convención”.       

11. Agustín Gordillo, Fuentes Supranacionales del Derecho Administrativo, Derecho Administrativo. Obra 
colectiva en Homenaje al profesor Miguel S. Marienhoff. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1998, p. 260.

12. Artículo 335 de la Constitución.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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constitucionales13 y los tratados, pactos y convenios internacionales relativos a 

derechos humanos suscritos y ratificados por la República, que se encuentran 

revestidos de jerarquía constitucional14, prevaleciendo sobre la propia Constitución, 

en la medida que contengan normas sobre goce y ejercicio de tales derechos, más 

favorables a las establecidas en esta y en las leyes.15

Todas estas disposiciones que integran el bloque de la constitucionalidad tienen 

rango, valor y fuerza constitucional, constituyéndose en normas supremas que 

fundamentan el ordenamiento jurídico.16

Ahora bien, el bloque de la constitucionalidad puede ser modificado a través de 

los mecanismos de revisión constitucional, conocidos como la enmienda,17 la 

reforma18 o la asamblea nacional constituyente,19 debiendo considerarse cualquier 

otro mecanismo destinado a modificarlo o derogarlo nulo y sin valor jurídico 

alguno, en cuyo caso el bloque de la constitucionalidad no perderá su vigencia.20 

Este principio de supremacía del bloque de la constitucionalidad se garantiza 

de varias maneras: La primera es mediante el ejercicio de la denominada acción 

popular de constitucionalidad, que habilita a todas las personas a formular 

pretensiones de inconstitucionalidad contra los actos jurídicos de los órganos que 

ejercen el Poder Público que dictados en ejecución directa e inmediata del bloque 

de la constitucionalidad, lo vulneren o desconozcan. En este caso, el control 

de la conformidad a la constitucionalidad lo ejerce la Sala Constitucional del 

13. Sobre las leyes constitucionales como integrantes del bloque de la constitucionalidad, se han pronunciado 
Víctor Hernández-Mendible, ¿Es posible hablar de leyes constitucionales en el ordenamiento jurídico 
venezolano?, Revista de la Fundación Procuraduría General de la República N° 7, Fundación Procuraduría 
General de la República, Caracas, 1993, pp. 93-125; Juan Carlos Márquez Cabrera, Controversias en torno al tipo 
normativo de la ley constitucional en el sistema de fuentes de la Constitución de 1999, Derecho Administrativo 
Iberoamericano. 100 Autores en Homenaje al postgrado de Derecho Administrativo de la Universidad Católica 
Andrés Bello, Tomo I, Ediciones Paredes, Caracas, 2007, pp. 341-364.

14. Con total convicción sostiene Román José Duque Corredor, que el sistema de derechos humanos es parte 
fundamental del bloque de la constitucionalidad en Venezuela. Postulados y Principios. El sistema constitucional 
de los derechos humanos en la Constitución venezolana, Derecho Administrativo Iberoamericano. 100 Autores 
en Homenaje al postgrado de Derecho Administrativo de la Universidad Católica Andrés Bello, Tomo I, Ediciones 
Paredes, Caracas, 2007, pp. 155-156. 

15. Preámbulo de la Constitución y artículos 2, 22 y 23 de la Constitución.

16. Artículo 7 de la Constitución.

17. Artículos 340 y 341 de la Constitución.

18. Artículos 342 al 346 de la Constitución.

19. Artículos 347 al 349 de la Constitución.

20. Artículo 333 de la Constitución.
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Tribunal Supremo de Justicia, en su carácter de máximo y último intérprete de la 

Constitución, garantizando su supremacía y efectividad, velando por la aplicación 

e interpretación uniforme, del contenido y alcance de las normas y principios 

constitucionales –es de resaltar la preeminencia que el Constituyente le otorga 

a estos principios sobre el resto de las fuentes de Derecho-, fijando criterios que 

serán vinculantes para todos los órganos jurisdiccionales y por supuesto, para el 

resto de los órganos que ejercen el Poder Público.21

La segunda es mediante la potestad otorgada a todos los jueces, en la tradición 

constitucional republicana, para asegurar la integridad de la constitucionalidad 

en todos aquellos casos de su competencia que les corresponda sentenciar. En 

atención a ello, los jueces, actuando de oficio o a instancia de parte interesada, 

en caso de presentarse incompatibilidad o colisión entre una ley u otra norma 

jurídica que deba aplicarse para resolver un asunto determinado, con alguna 

disposición que integre el bloque de la constitucionalidad, deberán aplicar este 

con preferencia, salvaguardando así la supremacía de la constitucionalidad.22

Estando considerada la Constitución como la norma suprema y el fundamento 

de todo el ordenamiento jurídico, todas las personas y los órganos que ejercen 

el Poder Público están sujetos a ella, lo que reitera la propia Constitución en 

el capítulo de los deberes, al señalar que todas las personas tienen el deber de 

cumplirla y acatarla.23 Este deber es ratificado respecto a los funcionarios de la 

Administración Pública, quienes en su condición de personas ya estaban llamados 

a cumplirla, pero además deben hacerlo como funcionarios públicos a cuyo 

sometimiento se encuentra sujeta toda su actuación.24

2. El principio de legalidad

El principio de legalidad, entendido en la afortunada frase de Hauriou, como 

bloque de la legalidad,25 que lo integran las normas expedidas por entes 

21. Artículos 334 y 335 de la Constitución.

22. Artículo 334 de la Constitución.

23. Artículo 131 de la Constitución.

24. Artículo 8 de la Ley Orgánica de la Administración Pública.

25. José Araujo-Juárez, considera que los Principios generales del Derecho integran parte del bloque de la 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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supranacionales que válidamente suscritas y ratificadas por la República tienen 

rango de ley, las leyes nacionales, los decretos dictados por el Ejecutivo Nacional 

con fundamento en una ley habilitante, que tienen rango, valor y fuerza de ley, 

pasando a conformar todos estos junto a la Constitución, los textos jurídicos que 

definen las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a los cuales 

deben sujetarse las actividades que realicen26 y que establecen las limitaciones y 

restricciones al ejercicio de los derechos y libertades públicas.27 De allí se derivan 

los principios siguientes:  

a) El principio de legalidad administrativa, que habilita a la Administración Pública, 

conforme al criterio de la vinculación positiva, para organizarse y actuar con 

sometimiento pleno a la ley y al Derecho.28 

b) El principio de legalidad presupuestaria, que somete la realización del gasto 

público a su previsión y aprobación en la ley de presupuesto.29

c) El principio de legalidad tributaria, según el cual no podrán crearse ni cobrarse 

impuestos, tasas, ni contribuciones que no estén establecidos en la ley, así como 

tampoco podrán concederse exenciones, rebajas o beneficios fiscales, sino en los 

casos previstos en la ley.30 

d) El principio de legalidad sancionatoria, dispone que sea a través de una ley 

preexistente que se establezcan o modifiquen los delitos, las faltas y las penas, así 

como infracciones administrativas y las sanciones.31

3. El principio de progresividad en materia de derechos humanos

El principio de progresividad de los derechos humanos, parte de la premisa que los 

instrumentos internacionales y nacionales que reconocen los derechos humanos, 

legalidad. Derecho Administrativo. Parte General, Paredes Editores, Caracas, 2007, p. 231.

26. Artículo 137 de la Constitución.

27. Artículos 156.32 y 203 de la Constitución.

28.  Artículos 141 de la Constitución.

29. Artículo 314 de la Constitución.

30. Artículo 317 de la Constitución.

31. Artículos 49.6 de la Constitución.
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apenas enuncian los mínimos que deben ser garantizados por los órganos que 

ejercen el Poder Público, para que éstos puedan ser considerados, ejercidos y 

disfrutados por sus titulares. Es por ello que al tratarse de tales mínimos, la esfera 

de garantía de ejercicio y protección puede ser mejorada, si se prefiere ampliada, 

en atención a asegurar un tratamiento, disfrute y resguardo más extenso para las 

personas humanas, quienes resultan beneficiadas así por la onda expansiva que 

proyecta el principio de progresividad.32

La progresividad de los derechos humanos se materializa en sentido negativo, 

a través de la prohibición establecida a los órganos que ejercen el Poder 

Público de desconocer o desmejorar los estándares mínimos reconocidos en 

los instrumentos internacionales que reconocen los derechos humanos; y se 

materializa en sentido positivo, a través de la ampliación del reconocimiento de 

los actualmente admitidos como tales, el mejoramiento en el desarrollo de su 

contenido y el fortalecimiento de los mecanismos institucionales de protección 

que garanticen su efectivo ejercicio y disfrute.

4. El principio del respeto a las situaciones jurídicas subjetivas

El principio del respeto a las situaciones jurídicas subjetivas33 exige que los 

órganos que ejercen el Poder Público actúen respetando y garantizando a todas 

las personas, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de 

los derechos inherentes a la persona humana, reconocidos en la Constitución, 

en los tratados internacionales en materia de derechos humanos o que incluso 

que no figuren expresamente en dichos instrumentos, así como de aquellos 

derechos e intereses reconocidos en la ley, en los actos administrativos, en 

los contratos celebrados entre los órganos que ejercen el Poder Público y los 

particulares. En caso de desconocimiento de estas situaciones se reconocen 

varios mecanismos eficaces para el restablecimiento de las situaciones 

jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad o inactividad de los órganos 

que ejercen el Poder Público, debiendo destacarse el proceso de amparo 

32. Artículo 19 de la Constitución.

33. Artículos 19 y 25 de la Constitución.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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constitucional,34 de habeas corpus,35 el proceso constitucional36 y el proceso 

administrativo.37   

5. El principio de la separación de las ramas del Poder Público

El principio de la separación de las ramas del Poder Público, que según la tradición 

liberal era rígido, existiendo un poder que creaba la ley, la cual constituía una 

expresión de la voluntad de pueblo; un poder que ejecutaba y cumplía la ley y un 

poder que velaba por el cumplimiento efectivo de la ley y administraba la justicia, 

ahora ha sido flexibilizado y si bien se admite que cada uno de los órganos que 

ejercen el Poder Público tienen funciones propias, ello no constituye óbice para 

que colaboren entre sí, a los fines de contribuir a la realización de los cometidos 

del Estado.38

Además debe advertirse, que la distribución de los órganos que ejercen el Poder 

Público se efectúa tanto desde la perspectiva horizontal, en el ámbito del Poder 

Federal o Nacional como también se le denomina y desde la perspectiva vertical, 

se aprecia que además del Poder Federal, existe un Poder Estadal y un Poder 

Municipal, lo que se vincula con el principio federal de gobierno.

6. El principio federal de gobierno

El principio federal de gobierno o de descentralización político-territorial. 

Atendiendo a la evolución de la tradición constitucional, la República de 

Venezuela se constituye –empleando un pleonasmo- en un “Estado federal 

descentralizado”39, en los términos previstos en la Constitución40, estando 

dividido el territorio nacional en los Estados, el Distrito Capital, las dependencias 

34. Artículo 27 de la Constitución.

35. Artículo 27 de la Constitución.

36. Artículo 336 de la Constitución.

37. Artículo 259 de la Constitución.

38. Artículo 136 de la Constitución.

39. El Preámbulo de la Constitución señala que Venezuela es un “… Estado de justicia, federal y descentralizado …”. 
Con la elección del principio de Estado Federal se rinde tributo a los triunfadores de la guerra civil denominada 
“Guerra Federal”, iniciada en 1859 y finalizada en 1864, quienes arengaron la bandera de la federación.  

40. Artículo 4 de la Constitución.
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federales, los territorios federales y se organiza en Municipios41, lo que permite 

apreciar cómo se encuentra la división y organización del territorio, así como el 

ejercicio del Poder Público por grados.  

Siendo consustancial al principio federal de gobierno, la descentralización 

político-territorial de la organización del Estado, se declara que este es y será 

siempre descentralizado42 y en razón de ello se asume cómo posición principista, 

que constituye una política nacional, es decir, política de Estado y no de gobierno, 

la descentralización como instrumento para profundizar la democracia, acercar 

el poder a la población y crear las condiciones para el cumplimiento de los 

cometidos del Estado.43

Con la finalidad de materializar la descentralización, se ha dispuesto que el Poder 

Legislativo atribuya competencias nacionales a los estados y los municipios como 

entidades político-territoriales menores.44

Se debe señalar que constituyendo Venezuela un estado federal descentralizado, 

asombrosamente en la Constitución de 1999 se suprimió el Senado y se creó una 

figura denominada Consejo Federal de Gobierno, que es considerado “el órgano 

encargado de la planificación y coordinación de políticas y acciones para el 

desarrollo del proceso de descentralización y transferencia de competencias del 

Poder Nacional a los Estados y Municipios.”45

7. El principio democrático

El principio democrático46 se manifiesta en lo político, a través de la garantía de 

las libertades democráticas, el pluralismo y la alternabilidad, para que se pueda 

ejercer el derecho al sufragio activo y pasivo, mediante la realización de elecciones 

periódicas de las autoridades, que sean públicas y transparentes, a través del 

41. Artículo 16 de la Constitución.

42. Artículo 6 de la Constitución.

43. Artículo 158 de la Constitución.

44. Artículo 157 de la Constitución.

45. Artículo 185 de la Constitución.

46. José Araujo-Juárez, Derecho Administrativo Constitucional, Ediciones Jurídicas Olejnik, Santiago, 2020.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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sufragio universal, libre, directo y secreto como expresión de la soberanía popular 

(principio de la democracia representativa),47 con estímulo, fomento y desarrollo 

de todos los mecanismos que posibiliten la participación en los asuntos públicos 

(principio de la democracia participativa).48

Hay que tener presente que además de la democracia política, se propugna por la 

democracia social con la finalidad de lograr el efectivo acceso universal a bienes 

y servicios de calidad, que permitan la satisfacción de las necesidades esenciales, 

garantizando un progreso en el nivel de vida, una mejora de la convivencia y una 

auténtica cohesión social en la población,49 permitiendo alcanzar la igualdad y 

solidaridad con responsabilidad y libertad, lo que asegura una auténtica paz social.

También se promueve la democracia económica, donde conviven el ejercicio 

de las libertades económicas con las distintas modalidades de intervención del 

Estado (regulaciones, restricciones, limitaciones, reservas e iniciativa empresarial 

pública), que sean necesarias, adecuadas y proporcionales para garantizar las 

efectivas condiciones para el ejercicio de estas libertades y la satisfacción del 

interés general.50

8. El principio de la responsabilidad

El principio de la responsabilidad de los órganos que ejercen el Poder Público. 

Desde las disposiciones fundamentales de la Constitución se reconoce la 

responsabilidad del gobierno de la República, aunque hubiese sido más adecuado 

usar la expresión “la responsabilidad de los órganos que ejercen el Poder Público”, 

dado que lo planteado como principio es la responsabilidad de todos los órganos 

que integran el Poder Público.51

47. Artículos 5 y 63 de la Constitución.

48. Artículos 6, 70, 71 al 74 de la Constitución.

49. Artículos 114, 117 y 299 de la Constitución.

50. Artículos 112, 113, 115, 299, 300, 302 y 303 de la Constitución.

51. Sostiene Agustín Gordillo que justamente lo que caracteriza a un Principio es que tiene un contenido tan 
fuerte y tan profundo, que su aplicación debe ser extensiva y desbordar el simple marco de interpretación 
literal, determinando así de forma integral, cuál debe ser la orientación de la institución por el que se ejecuta. 
Fuentes Supranacionales de Derecho Administrativo, Derecho Administrativo. Obra colectiva en Homenaje al 
profesor Miguel S. Marienhoff, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1998, p. 260. 
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La responsabilidad de la República como sujeto de derechos y obligaciones que 

encarna la personificación jurídica del Estado, se manifiesta a nivel internacional, 

en general, por incumplimiento de obligaciones internacionales52 y en particular, 

por la violación de derechos humanos que por actividad o inactividad le sean 

imputables53 y a nivel nacional, responde por la actividad, inactividad o errores que 

causen daños a los particulares y que sean imputables al Estado en ejercicio de la 

función jurisdiccional,54 de la función administrativa,55 de la función legislativa56 o 

de la función constituyente.57

9. El principio de control jurisdiccional pleno

El principio de control jurisdiccional pleno o de universalidad de control sobre 

los órganos que ejercen el Poder Público, implica que no existen vacíos o lagunas 

en el control jurisdiccional de la actividad e inactividad, formal o material que 

les sea imputable. Es así como conforme al derecho público subjetivo de acceder 

a los órganos jurisdiccionales y de solicitar tutela judicial efectiva de derechos 

e intereses, todas las personas pueden acudir a las instancias jurisdiccionales 

competentes, para que una vez tramitado el debido proceso se produzca la 

sentencia fundada en Derecho, que resuelva la controversia planteada.58

52. Artículo 155 de la Constitución.

53. Artículo 30 de la Constitución.

54. Artículo 49.8 de la Constitución.

55. Artículo 140 de la Constitución.

56. Artículo 6 de la Constitución.

57. Víctor R. Hernández-Mendible, La responsabilidad del Estado en Venezuela, Temas Fundamentales de Derecho 
Público. En Homenaje al Profesor Jesús González Pérez, CIDEP-AVEDA-FUNEDA, Caracas, 2020.

58. Artículos 26, 49, 259 y 336 de la Constitución.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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III. EL DERECHO CONSTITUCIONAL A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

El derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho inherente a la persona 

humana y como lo que sostiene González Pérez, “le viene impuesto a todo Estado 

por principios superiores que el derecho positivo no puede desconocer, y existe 

con independencia de que figure en las declaraciones de derechos humanos y 

pactos internacionales, constitucionales y leyes de cada Estado”.59

Esta idea condujo a que el Máximo Tribunal de la República le otorgase 

reconocimiento constitucional al derecho a la tutela judicial efectiva, más allá de 

su mención expresa en la entonces vigente Constitución de 1961, al establecer que 

resultaba contrario a este derecho, que surgía de una interpretación armónica 

de los artículos 50, 68 y 206 de dicha Constitución, la existencia del principio 

fiscal solve et repete establecido en distintos textos legislativos y que en el caso 

concreto se encontraba regulado en la Ley Orgánica de Aduanas vigente en aquel 

entonces.60

A partir de ese momento el derecho a la tutela judicial efectiva adquirió rango 

constitucional en Venezuela y comenzó a experimentar un proceso de onda 

expansiva que se ha proyectado sobre la supresión de las condiciones no 

esenciales para garantizar el acceso a la justicia, la ampliación del espectro de las 

medidas cautelares, así como la posibilidad de lograr una efectiva ejecución de la 

sentencia cautelar o definitiva en el proceso administrativo.61

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1999 se le ha otorgado un 

reconocimiento positivo al derecho a la tutela judicial efectiva en el artículo 26, 

que expresamente señala “Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de 

administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los 

colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud 

la decisión correspondiente”.

59. Jesús González Pérez, El derecho a la tutela jurisdiccional, 3ª ed., Civitas, Madrid, 2004, p. 26.

60. Esta posición principista y sin duda un auténtico leading case se manifestó en la sentencia 550, de 14 
de agosto de 1990, de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa. Paradójicamente 17 años 
después, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional ha vuelto a declarar la inconstitucionalidad del 
artículo que reconocía el solve et repete en la legislación aduanera, en la sentencia 144, de 6 de febrero de 2007.

61. De todo ello ha dado cuenta, Allan R. Brewer-Carías, Nuevas tendencias en el contencioso administrativo en 
Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993. 
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Esta disposición permite considerar que el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva consiste en aquél que tienen todas las personas a acceder a los órganos 

jurisdiccionales, para solicitar la protección de sus derechos e intereses contra 

quienes los lesionen, debiendo en consecuencia alegar y probar todo aquello que 

consideren pertinente, sin que en ningún caso –estado y grado del proceso- se 

les pueda menoscabar el derecho a la defensa. Igualmente, supone el derecho a 

obtener una tutela cautelar adecuada y eficaz que garantice la eventual ejecución 

del fallo o evite que se continúe produciendo el daño irrogado por la otra parte, 

así como a obtener un fallo fundado en Derecho, que de resultar favorable a sus 

pretensiones, permita alcanzar la ejecución de la sentencia, incluso de manera 

forzosa, en contra de la voluntad del perdidoso.62

El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, incluye dentro de su contenido o 

núcleo esencial los elementos que se analizarán seguidamente:

1. El derecho de acceso a la justicia

Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales, para 

lo cual se requiere por una parte, la existencia de unos tribunales donde se 

pueda acudir para solicitar la administración de justicia63 y por la otra, que la 

configuración jurídica del proceso, no contenga obstáculos insalvables para la 

producción de la sentencia de fondo, es decir, de una sentencia sobre el mérito 

de la controversia.64 

Debe tenerse presente que ninguna norma legal puede prohibir o impedir el 

derecho de las personas de acceso a los órganos jurisdiccionales, sin embargo, 

ello no constituye óbice para que se establezcan requisitos procesales que regulen 

la tramitación del proceso de una manera adecuada, para permitir que se llegue a 

la sentencia que resuelva finalmente la controversia.

62. Víctor Rafael Hernández-Mendible, Los Derechos Constitucionales Procesales, El Contencioso Administrativo 
y los Procesos Constitucionales, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2011, pp. 93-114.

63. Jesús González Pérez, Constitución y Justicia Administrativa, Revista Iberoamericana de Derecho Público y 
Administrativo N° 2, San José de Costa Rica, 2002, pp. 11-13.

64. Jesús González Pérez, Comentarios a la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 4ª ed., Civitas, 
Madrid, 2003, p. 20.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top


16

Ac
la

ra
ci

ón
: L

os
 tr

ab
aj

os
 d

e 
do

ct
rin

a 
qu

e 
se

 p
ub

lic
an

 e
n 

el
 C

IJ
ur

 n
o 

re
pr

es
en

ta
n 

ne
ce

sa
ria

m
en

te
 n

i c
om

pr
om

et
en

 la
 o

pi
ni

ón
 d

e 
la

 In
sti

tu
ci

ón
.

Dr. Víctor Rafael Hernández-Mendible

Sumario

No toda formalidad que legalmente se exija para la continuación de la tramitación 

del proceso es constitucionalmente legítima, únicamente lo será en la medida que 

ella no constituya un obstáculo irracional, un requisito tan riguroso que resulte 

contrario a la posibilidad de lograr la tutela judicial efectiva.

Por ello, la interpretación del derecho de acceso a la justicia que se puede 

concretar en expresiones como el principio pro actione o principio a favor de la 

pretensión, impone que no se establezcan obstáculos, condiciones o requisitos 

que no sean esenciales para garantizar el acceso a los órganos jurisdiccionales, 

en virtud de lo cual, las formalidades únicamente deben ser las estrictamente 

necesarias para garantizar el fin último del proceso, que no puede ser otro que la 

materialización de la justicia. 

Ello así, el derecho de acceso a la justicia demanda que no se imponga el 

cumplimiento de condiciones, limitaciones o restricciones que no sean 

proporcionales, racionales y necesarias para garantizar la sustanciación del 

proceso que conduzca al órgano jurisdiccional a producir una sentencia fundada 

en Derecho.

Las formalidades expresa y legalmente establecidas son las únicas admisibles, 

siempre que se interpreten y apliquen conforme a la posibilidad de lograr un real 

acceso a la jurisdicción para garantizar una justicia material, real y primordialmente 

efectiva, conforme a las exigencias del orden constitucional. 

2. El derecho a formular alegatos

Toda persona que aspire a la tutela de sus derechos e intereses tiene la carga 

de formular la alegación de sus pretensiones, es decir, tiene que argumentar las 

razones de hecho y de derecho que sirven de sustento a sus planteamientos, los 

cuales deberán ser lícitos, conformes al orden público y a las buenas costumbres.

No pueden formularse pretensiones procesales contrarias al ordenamiento 

jurídico, porque de así ocurrir, el órgano jurisdiccional se vería en la imposibilidad 

de pronunciarse favorablemente sobre el mérito de la controversia.
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La pretensión procesal no solo debe ser acorde al ordenamiento jurídico, sino 

que además debe plantearse de manera pertinente en el tiempo, valga decir, debe 

ser oportuna para que no sea rechazada por haber prescrito el derecho o interés 

o por haber caducado la posibilidad de formular la pretensión.

El derecho de formular alegatos debe interpretarse en el sentido más amplio 

posible y puede ser valorado a partir de una doble perspectiva: 

a) Desde el punto de vista cuantitativo, el derecho a presentar alegatos dentro 

de los plazos preclusivos establecidos en la ley, no puede implicar que se 

preestablezcan límites máximos de tiempo. La complejidad de cada caso exige 

prudencia y sentido común del titular del órgano jurisdiccional, quién al momento 

de dirigir el acto procesal de la audiencia, debe evitar que el desarrollo de la misma 

se convierta en un simulacro, que no cumpla su fin. Es por ello que el órgano 

jurisdiccional teniendo como norte la búsqueda de la verdad para alcanzar la 

justicia y orientado por el principio pro libertate debe ser lo más flexible posible, 

para permitir que las partes efectúen sus exposiciones con la amplitud del tiempo 

que sea necesario, dentro de las distintas actuaciones que garantiza el proceso. 

Tampoco deben establecerse límites de cantidad de páginas en los escritos, a 

las que deba circunscribirse la exposición de los alegatos y conclusiones. Las 

partes y sus representantes deben tener la libertad de aporta sus argumentos en 

la extensión de folios que consideren más adecuada para defender sus derechos 

e interés, pues lo que a una persona no relacionada con el conflicto le puede lucir 

excesivo, quizás no sea suficiente para quien reclama un derecho o se opone a 

quien lo reclama. 

b) Desde el punto de vista cualitativo, el derecho a formular alegatos debe 

interpretarse, ejercerse y reconocerse de manera interdependiente tanto con el 

principio general de libertad,65 como con el derecho a expresarse libremente de 

viva voz o por escrito66, el cual encuentra como límites también constitucionales 

65. El artículo 20 de la Constitución ha llevado a reconocer el rango constitucional del principio general de 
libertad, por el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, sentencias 968, de 5 de junio de 2001 y 1789, 
de 19 de julio de 2005.

66. Artículo 57 de la Constitución. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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la prohibición de promoción de la guerra, de la discriminación, de la intolerancia 

religiosa o política, así como de la exhortación al desconocimiento de las 

instituciones democráticas, pero además demanda el respeto al derecho de los 

demás, valga decir, el respeto a la dignidad humana, a la protección del honor, la 

vida privada, la intimidad y la reputación.67 

Por último debe señalarse, que por razones eminentemente éticas, las partes y 

sus representantes judiciales, deben dirigirse al tribunal y entre sí, formulando 

sus exposiciones verbales o comunicaciones escritas con apego a la verdad68, 

actuando de buena fe, con decoro, respeto y educación. 

3. El derecho a presentar medios probatorios

Toda persona que pretenda la tutela de sus derechos e intereses tiene la carga 

de promover los medios de pruebas que avalen sus alegatos y planteamientos.69 

La obtención y producción de los medios de pruebas debe ser conforme a la 

Constitución y a las leyes, pues una prueba obtenida en un registro domiciliario 

sin una orden judicial previa,70 la captación de unos hechos a través de la 

interceptación de las comunicaciones telefónicas sin que se haya dictado una 

orden judicial al respecto,71 una confesión obtenida mediante tortura72 o la 

adquisición de una declaración escrita mediante la violación de la correspondencia 

privada, son algunos ejemplos de pruebas obtenidas en violación de derechos 

constitucionales. 

Es por ello que la carga de la producción de los medios probatorios debe realizarse 

conforme a los principios de licitud, honestidad, transparencia y lealtad procesal, 

porque únicamente las pruebas obtenidas y producidas conforme a estos 

principios podrán incorporarse al proceso para que este logre alcanzar su fin.

67. Artículo 60 de la Constitución.

68. Artículo 170 del Código de Procedimiento Civil.

69. Artículos 1354 del Código Civil y 506 del Código de Procedimiento Civil.

70. Artículo 47 de la Constitución.

71. Artículos 48 de la Constitución; 2 de la Ley sobre protección a la privacidad de las comunicaciones y 189 de 
la Ley Orgánica de Telecomunicaciones. 

72. Artículos 46.1 y 49.5 de la Constitución.
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Nunca deberá admitirse como probado un hecho controvertido por más cierto 

que sea, mediante una prueba obtenida en contravención del ordenamiento 

jurídico, pues ninguna sentencia puede estar real y eficazmente fundada en 

Derecho, cuando para su producción se ha tenido que acudir a la demostración 

de los hechos en violación del mismo Derecho que se pretende proteger.

4. El derecho a solicitar medidas cautelares

El derecho a solicitar medidas cautelares constituye un derecho público 

subjetivo que debe garantizarse siempre y cuando se cumplan los presupuestos 

procesales para su concesión,73 en cuyo caso el órgano jurisdiccional no tiene 

discrecionalidad para otorgar o no las medidas cautelares, sino que se encuentra 

ante una auténtica obligación de concederlas,74 a los fines de garantizar la tutela 

judicial efectiva.

La tutela judicial no es efectiva, si el órgano jurisdiccional no cuenta con las 

adecuadas potestades que garanticen la protección cautelar, mientras se produce 

la sentencia que reconozca la existencia del derecho o interés cuya tutela se 

reclama.

Quien asiste al proceso lo hace con una doble finalidad: por una parte, que se 

reconozca su derecho y por la otra, de hacer efectiva la norma jurídica que resulta 

aplicable a dicho reconocimiento, que garantiza la existencia y el ejercicio del 

derecho.

La justificación de las medidas cautelares nace de la imposibilidad de que 

concuerden en un mismo momento, la existencia del derecho (atribuido por 

la norma jurídica), con el reconocimiento del mismo (que realiza el órgano 

jurisdiccional).

Es así como las medidas cautelares persiguen garantizar que cuando se produzca 

la comprobación jurisdiccional de la existencia del derecho, tal reconocimiento 

73. Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, sentencia 3082, de 14 de octubre de 2005, ha ratificado 
que los presupuestos concurrentes de todas las medidas cautelares son la apariencia de buen derecho y el 
peligro en la mora.

74. Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, sentencia 960, de 9 de mayo de 2006. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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que tiene los caracteres de definitividad y certeza del derecho preexistente, no se 

haga ilusorio, sino que por el contrario pueda hacerse efectivo.

Por ello, la tutela judicial cautelar busca lograr que el tiempo que debe transcurrir 

entre la existencia del derecho y el reconocimiento de este, no afecte la efectividad 

de tal reconocimiento, al extremo de hacer ilusorio el derecho y en consecuencia 

inútil la función jurisdiccional de dictar sentencia para administrar justicia.75

5. El derecho a una sentencia fundada en Derecho

El derecho de toda persona a obtener una sentencia fundada en Derecho, lleva a 

precisar qué implicaciones se derivan de ello. 

En primer lugar hay que señalar que una sentencia fundada en Derecho debe 

ser tanto aquella que se pronuncia sobre una cuestión de admisibilidad o previa, 

como una sentencia que se pronuncia sobre el mérito de la controversia.

Además, debe señalarse que una sentencia fundada en Derecho es aquella que 

cumple con todos los extremos legales esenciales para que la misma se refute 

como formalmente válida;76 pero también debe pronunciarse sobre el asunto 

controvertido, valorando adecuadamente las pruebas,77 resolviendo todas las 

pretensiones formuladas por las partes y aplicando para ello correctamente la 

norma jurídica, es decir, que lo fundamental es que consista en una sentencia que 

analice todo lo alegado y probado en el proceso.78

75. La doctrina científica ha sido copiosa al analizar el desarrollo de la institución de las medidas cautelares en el 
proceso administrativo como atributo fundamental del derecho a la tutela judicial efectiva, baste recordar entre 
otros a Allan R. Brewer-Carías, Los efectos no suspensivos del recurso contencioso administrativo de anulación 
y sus excepciones, Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Central de Venezuela N° 57-58, Caracas, 
1968, que dio oportuna cuenta de la primera de ellas, luego haría lo propio respecto a la evolución, Luís Ortiz, 
Jurisprudencia de medidas cautelares. 1980-1994, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. Posteriormente, 
con aportes de la bibliografía europea como iberoamericana se recomienda, Víctor Rafael Hernández-Mendible, 
La tutela judicial cautelar en el contencioso administrativo, Vadell Hermanos, 2ª ed., Caracas, 1998; y Cuarenta 
Años de historia de las medidas cautelares en el proceso administrativo venezolano, Revista de Derecho Público 
N° 30, Fundación de Cultura Universitaria, Montevideo, 2007, pp. 153-184. 

76. Artículos 243 y 246 del Código de Procedimiento Civil.

77. Artículo 509 del Código de Procedimiento Civil. 

78. Artículo 12 del Código de Procedimiento Civil. 
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En segundo lugar debe tenerse presente, que el derecho a obtener una sentencia 

fundada en Derecho no supone que el órgano jurisdiccional resuelva a favor de 

la pretensión del actor, es decir, que sea favorable a quien promueve el proceso, 

sino que la decisión se profiera debidamente motivada y sea congruente.79 

6. El derecho a la ejecución del fallo

Toda persona que resulte vencedora en un proceso y en consecuencia beneficiada 

por el fallo judicial tiene derecho a la ejecución de la sentencia. En la ejecución de 

la sentencia intervienen tantos las partes como el órgano jurisdiccional. Esto lleva 

a analizar los distintos aspectos involucrados en la ejecución de la sentencia.80

El fundamento del derecho a lograr la ejecución de la sentencia se encuentra 

establecido en la Constitución, en atención a los siguientes postulados:

a) El derecho público subjetivo a la tutela judicial efectiva que no se alcanzará, si 

no se cumple realmente lo decidido por el órgano jurisdiccional.81

b) El reconocimiento a los órganos jurisdiccionales no solamente de la potestad 

de juzgar, sino de hacer ejecutar lo sentenciado.82

c) La obligación de todas las personas de cumplir los actos que en ejercicio de sus 

competencias, dicten los órganos que ejercen el Poder Público.83

d) La obligación de colaboración de los órganos que ejercen el Poder Público 

entre sí.84

79. Artículos 243 y 254 del Código de Procedimiento Civil. 

80. Eduardo García De Enterría, Hacia una nueva justicia administrativa. 2ª ed. Ampliada, Civitas, Madrid, 
1992; Miguel Beltrán De Felipe, El poder de sustitución en la ejecución de las sentencias condenatorias de la 
Administración, Civitas, Madrid, 1995; Tomás Ramón Fernández, Una revolución de terciopelo que pone fin a un 
anacronismo (La Ley de 8 de febrero de 1995 y las nuevas reformas del contencioso-francés), Revista Española 
de Derecho Administrativo N° 91, Civitas, Madrid, 1996, pp. 385-402; Víctor Rafael Hernández-Mendible, ¿Nueva 
revolución en Francia: La posibilidad de dictar órdenes de ejecución contra la Administración?, Procedimiento 
Administrativo, Proceso Administrativo y Justicia Constitucional, Vadell Hermanos, Caracas, 1997, pp. 203-223; 
más reciente se puede consultar in extenso el completo análisis crítico de Miguel Ángel Torrealba Sánchez, 
La ejecución de sentencias en el proceso administrativo iberoamericano (España, Perú, Costa Rica, Colombia y 
Venezuela), CIDEP-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2017.

81. Artículo 26 de la Constitución. 

82. Artículo 253 de la Constitución. 

83. Artículo 131 de la Constitución.

84. Artículo 136 de la Constitución.

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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De estos postulados constitucionales derivan derechos y obligaciones que se 

mencionarán seguidamente.

Quien haya resultado vencedor de manera total o parcial en el proceso, tiene 

legitimación para ejercer los siguientes derechos:

a) El derecho a obtener una ejecución de sentencia en sus propios términos y 

oportunamente.

b) El derecho a solicitar la adopción de las medidas encaminadas a la ejecución 

forzosa.

c) El derecho a pretender del órgano jurisdiccional la supresión de los obstáculos 

para la ejecución de las sentencias.

d) El derecho a solicitar la imposición de multas coercitivas, respecto a las 

personas que no cumplan su obligación de ejecutar las sentencias.

Quien haya resultado vencido de manera total o parcial en el proceso, tiene las 

siguientes obligaciones:

a) La obligación de ejecutar la sentencia voluntaria e íntegramente.

b) La obligación de adoptar todas las medidas adecuadas y necesarias para 

materializar la ejecución de la sentencia.

c) La obligación de no efectuar actuaciones destinadas a frustrar la ejecución de 

la sentencia.

d) La obligación de colaborar con los órganos que ejercen el Poder Público, en el 

cumplimiento de las decisiones judiciales.

Establecido lo anterior, se debe analizar como los órganos jurisdiccionales deben 

llevar a cabo el control de constitucionalidad, de la actividad e inactividad de los 

órganos que ejercen el Poder Público. 
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IV. LOS TIPOS DE CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD

Existen dos grandes sistemas de control de la constitucionalidad: El primero 

conocido como control difuso y el segundo denominado control concentrado, 

es decir, en Venezuela coexisten el sistema de control de constitucionalidad 

difuso nacido en América85 y de preeminente aplicación en este continente; con 

el sistema de control de constitucionalidad concentrado, que aunque tiene su 

origen también en América y en particular en las normas de las constituciones 

venezolanas del siglo XIX,86 posteriormente aparecerá en algunos países de 

Europa y será allí donde adquirirá gran reputación y desarrollo a partir de la 

segunda década del siglo XX,87 al extremo que se ha considerado que su origen es 

europeo. 

Esto ha llevado a entender que en Venezuela se tiene un sistema mixto de control 

de la constitucionalidad, donde concurren por una parte el control concentrado, 

que también es calificado como abstracto, directo u objetivo; y por la otra el 

control difuso, que es considerado como concreto, indirecto y subjetivo.88-89 

El control difuso de la constitucionalidad le otorga poderes constitucionales a 

todos los jueces para proceder, bien por su propia iniciativa o bien a instancia de 

cualquier persona involucrada en un proceso concreto, a evaluar la sujeción a la 

Constitución de una disposición o de un texto normativo en su integridad, que 

deba ser aplicado en ese asunto determinado y en caso de llegar a la conclusión de 

que es compatible deberá aplicar la disposición o texto infraconstitucional para 

resolver el asunto específico; pero de apreciar que existe una disconformidad 

85. Suprema Corte de Estados Unidos de América, caso Marbury vs.Madison, de 24 de febrero de 1803. 

86. Artículos 199 y 227 de la Constitución de 1811; artículo 113.8 de la Constitución de 1858; artículo 92 de la 
Constitución de 1864; y artículos 17 y 110.8 de la Constitución de 1893. Todos los textos constitucionales de 1811 
a 1961, han sido consultados en Allan R., Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1985.

87. La Constitución Federal Austriaca (BundesVerfassungsgesetz, B-VG), de 1° de octubre de 1920, en los artículos 
137-148 crea el Tribunal Constitucional. El 1º de octubre de 2020, se conmemora el centenario de la creación de 
este Tribunal.

88. Allan R. Brewer-Carías, Justicia Constitucional, Las Instituciones Políticas y Constitucionales, 3ª ed., Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1996, pp. 81-86.

89. Armando L. Blanco Guzmán, El control de constitucionalidad y la Administración Pública, La justicia 
constitucional y la justicia administrativa como garantes de los derechos humanos. Homenaje a Gonzalo 
Pérez Luciani y en el marco del vigésimo aniversario de FUNEDA, Centro de Estudios de Derecho Procesal 
Constitucional, Centro de Estudios de Derecho Público y Centro de Estudios de Regulación Económica de la 
Universidad Monteávila-FUNEDA, Caracas, 2013, pp. 49-69. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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entre aquella y estos, entonces debe proceder a la desaplicación de tal disposición 

o texto a los fines de resolver el caso concreto, debiendo darle aplicación directa 

y preeminente a la Constitución.

Es pertinente destacar que el control difuso de la constitucionalidad ha sido 

atribuido a cualquier juez de la República, sin importar su jerarquía y competencia 

dentro de la organización del Poder Judicial. Se puede aplicar en procesos de toda 

naturaleza, la sentencia que resuelve el asunto tiene efectos únicamente entre las 

partes involucradas en el conflicto y en teoría otros tribunales podrían resolver 

de manera diferente, asuntos similares que contuviesen el mismo planteamiento 

de naturaleza constitucional.

El control concentrado de la constitucionalidad le atribuye poderes 

constitucionales expresos al Tribunal Supremo de Justicia, para actuar a instancia 

de cualquier persona en virtud de una acción popular y en principio, proceder a 

la constatación de que las leyes y demás actos jurídicos dictados en ejecución 

directa e inmediata de la Constitución, por los órganos que ejercen el Poder 

Público han sido expedidos en apego o conformidad a la Constitución. En caso de 

corroborar tal sujeción deberá declarar la constitucionalidad de aquellos; pero de 

verificar la incompatibilidad con la Constitución deberá ejercer el control de la 

constitucionalidad, declarando de manera permanente en el tiempo la nulidad de 

dichos actos y restableciendo la efectividad y vigencia plena de la Constitución.

Es importante tener en cuenta que el control concentrado no se limita a verificar 

la constitucionalidad de las leyes y de los actos jurídicos de similar jerarquía, sino 

también de las omisiones legislativas y es competencia exclusiva y excluyente 

de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, que puede ejercerlo 

tanto en procesos constitucionales contra actos jurídicos de jerarquía legislativa 

o de equivalente naturaleza, dictados en ejecución directa e inmediata de la 

Constitución, como en el caso de omisiones legislativas que aparentemente 

hayan materializado una ausencia o abstención absoluta o parcial del desarrollo 

de la Constitución. 
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La sentencia que resuelva positivamente el asunto tiene efectos frente a todos, es 

decir, incluso ante quienes no participaron en el proceso y por mandato constitucional 

los demás tribunales deben asumir lo resuelto con carácter vinculante.

V. LOS MECANISMOS PROCESALES DE CONTROL DE LA CONSTITU-

CIONALIDAD

La doctrina científica atendiendo a las recientes reformas legislativas ha clasificado 

los mecanismos procesales de control de la constitucionalidad, teniendo en 

consideración las distintas demandas que el legislador reconoce se pueden 

formular ordinariamente ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 

Justicia y excepcionalmente ante otros tribunales de la República.90

No obstante, a los fines del presente estudio, los mecanismos procesales 

de control de la constitucionalidad pueden ser catalogados en dos grandes 

categorías: Unos son los procesos constitucionales que no requieren mayor 

tramitación, si se prefiere no contenciosos, pues se pretende un pronunciamiento 

de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para que constate el 

sometimiento pleno al bloque de la constitucionalidad de los actos legislativos, 

los actos de gobierno o los actos jurisdiccionales. En esta categoría se encuentran 

los siguientes:

1. Los procesos de solicitudes de constatación de sujeción a la Constitución de 

textos legislativos.

1.1. Solicitud de constatación previa de conformidad a la Constitución, del 

carácter orgánico de las leyes.

1.2. Solicitud de declaración de constitucionalidad de una ley sancionada, 

antes de su promulgación.

90. Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2010, pp. 105-140; Sobre la Justicia Constitucional y la Justicia Contencioso Administrativo. A los 35 años del 
inicio de la configuración de los procesos y procedimientos constitucionales y contencioso administrativos 
(1976-2011), El Contencioso Administrativo y los Procesos Constitucionales, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2011, pp. 35-57. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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2. Los procesos de solicitudes de sujeción a la Constitución de los actos de 

gobierno.

2.1. Solicitud de constatación de conformidad a la Constitución de los 

tratados internacionales suscritos por la República.

2.2. Solicitud de constatación de conformidad a la Constitución de los 

decretos que declaran estados de excepción.

3. Los procesos de revisión constitucional de sentencias. 

3.1. Revisión de sentencias definitivamente firmes dictadas por los tribunales 

que desconozcan o ignoren la Constitución, los principios constitucionales 

o los precedentes de la Sala Constitucional.

3.2. Revisión de sentencias dictadas por otras Salas del Tribunal Supremo de 

Justicia que desconozcan la Constitución, los tratados internacionales o los 

precedentes de la Sala Constitucional.

3.3. Revisión de sentencias definitivamente firmes en las que se haya 

producido pronunciamiento de control difuso de la constitucionalidad. 

En los procesos antes mencionados, en principio, la resolución del asunto se 

encuentra prevista que se produzca sin mayor tramitación, sin contención,  aunque 

la ley admite una posibilidad excepcional, en caso que la Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo de Justicia lo estime pertinente puede dictar un auto para 

mejor proveer o convocar una audiencia.91-92

Los otros son los procesos constitucionales que requieren tramitación, realmente 

contenciosos, que tienen como finalidad el control de la constitucionalidad de 

91. Artículo 145 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.

92. Es importante tener presente, que en virtud de la remisión expresa que realiza el artículo 98 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia al Código de Procedimiento Civil, en los procesos constitucionales 
no contenciosos se puede aplicar el artículo 11 del citado Código, que dispone en la parte pertinente lo siguiente: 
“En los asuntos no contenciosos, en los cuales se pida alguna resolución, los jueces obrarán con conocimiento 
de causa, y, al efecto, podrán exigir que se amplíe la prueba sobre los puntos en que la encontraren deficiente, y 
aún requerir otras pruebas que juzguen indispensables; todo sin necesidad de las formalidades de juicio”.
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la actividad e inactividad de los órganos que ejercen el Poder Público.93 En esta 

categoría se encuentran los procesos siguientes:

1. Los procesos comunes para distintas demandas sobre asuntos constitucionales.

1.1. El proceso de demandas contra los actos de los órganos que ejercen el 

Poder Público, dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución.

1.2. El proceso de demandas frente a las omisiones legislativas de ejecutar o 

cumplir la Constitución.

1.3. El proceso de demandas de interpretación constitucional.

1.4. El proceso de demandas de controversia constitucional.

2. Los procesos para resolver conflictos de derechos constitucionales colectivos.

2.1. El proceso de demandas frente a servicios públicos.94

2.2. El proceso de demandas cuando se trate de asuntos de trascendencia 

nacional.

2.3. El proceso de demandas cuando se trate de asuntos que no son de 

trascendencia nacional.

93. En la doctrina científica se sostiene que “En efecto, Latinoamérica tiene explicaciones distintas sobre el 
significado de “proceso constitucional”, porque algunos lo reducen a los procedimientos destinados a concretar 
el control de constitucionalidad, y otros lo afincan en procesos especiales como el amparo, el hábeas data o el 
hábeas corpus.
No faltan quienes haciendo una lectura expansiva del concepto lo encolumnan con los procesos colectivos, 
y particularmente, en los que tutelan los derechos e intereses de usuarios y consumidores; la protección del 
ambiente; o la justiciabilidad de los derechos sociales, económicos y culturales”. Osvaldo Alfredo Gozaíni, La 
prueba en los procesos constitucionales, Derecho Procesal Constitucional Americano y Europeo, Tomo II, Abeledo-
Perrot, Buenos Aires, 2010.  

94. Resulta necesario aclarar que por la actividad material involucrada “los servicios públicos” y conforme al 
artículo 259 de la Constitución, este debería sería catalogado como un proceso administrativo, pero en el caso 
de encontrarse afectados “derechos constitucionales colectivos”, también podría ser ubicado entre los procesos 
constitucionales. Dado que el tema presenta un carácter complejo en la realidad venezolana se ha incluido en 
esta clasificación con fines meramente didácticos, sin con ello pretender dar por zanjado un debate en pleno 
desarrollo. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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3. Los procesos para resolver conflictos de derechos constitucionales 

individuales. 

3.1. El proceso de amparo.

3.2. El proceso de hábeas corpus.

3.3. El proceso de hábeas data.

4. Los procesos contencioso administrativo de anulación de actos administrativos 

contrarios a la Constitución. 

Los procesos que se mencionan en esta segunda categoría son competencia 

de distintos órganos jurisdiccionales como la Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo de Justicia (demandas contra actos dictados en ejecución directa e 

inmediata de la Constitución, frente a las omisiones legislativas, de interpretación 

constitucional, de controversia constitucional, de derechos colectivos frente a 

asuntos que son de trascendencia nacional), los tribunales de primera instancia 

civil (derechos colectivos frente a asuntos que no son de trascendencia nacional), 

los juzgados municipales contencioso administrativos (hábeas data95 y derechos 

colectivos frente a servicios públicos), todos los tribunales de la República 

(amparo constitucional),96 los tribunales penales (hábeas corpus)97 y los tribunales 

contencioso administrativos (anulación de actos administrativos contrarios a la 

Constitución) y todos tienen en común que durante la tramitación de la audiencia 

-salvo el proceso contencioso administrativo de anulación-, las partes además de 

exponer sus alegatos, pueden producir los medios probatorios que sean legales 

y pertinentes para llevar a la convicción del órgano jurisdiccional, que el asunto 

controvertido está ajustado o no al bloque de la constitucionalidad. 

95. Gonzalo Pérez Salazar, Naturaleza jurídica del hábeas data, La actividad e inactividad administrativa y la 
jurisdicción contencioso-administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2012, pp. 697-721.

96. Jorge C. Kiriakidis L., El amparo constitucional venezolano: mitos y realidades, Editorial Jurídica Venezolana, 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Metropolitana, Caracas, 2012.

97. Gonzalo Pérez Salazar, Naturaleza jurídica del hábeas corpus, II Congreso Internacional de Derecho Procesal 
Constitucional. La Justicia Constitucional en el Estado social de Derecho en Homenaje al Dr. Néstor Pedro Sagües, 
Universidad Monteávila y FUNEDA, Caracas, 2012, pp. 263-298.
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No se puede soslayar que luego de entrada en vigencia la Constitución de 1999, 

la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales fue 

declarada virtualmente inconstitucional, por el Tribunal Supremo de Justicia 

en Sala Constitucional, en la sentencia de 1 de febrero de 2000, oportunidad en 

la cual se estableció cómo se debía tramitar el proceso de amparo, mientras se 

adoptaba un nuevo texto jurídico acorde a los principios constitucionales.

Sin embargo, al expedirse la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, se 

regularon de manera transitoria los procesos constitucionales, mientras se dicta 

la Ley de la Jurisdicción Constitucional,98 pero no se hizo referencia alguna al 

proceso de amparo y al proceso de hábeas corpus, aun cuando ambos deben 

estar regulados en un texto legal, por ser materia de expresa reserva legal, en 

virtud de lo establecido en los artículos 26, 27, 137, 156.32, 253, 257, 261 y 269 de la 

Constitución.

De allí que ante la presencia de una demanda de amparo o de hábeas corpus, que 

deben tramitarse cumpliendo con las referidas disposiciones constitucionales, 

el operador jurídico debía auxiliarse del artículo 98 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia, el cual dispone expresamente que “… cuando en 

el ordenamiento jurídico no se preceptúe un proceso especial a seguir se podrá 

aplicar el que las Salas juzguen más conveniente para la realización de la Justicia, 

siempre que tenga fundamento legal”,99 es decir, la norma no hace otra cosa que 

habilitar al órgano jurisdiccional para que en aplicación de la analogía, no cree, sino 

que elija uno de los procesos legalmente establecidos, por lo que en ausencia de 

una norma jurídica que regulase expresamente el proceso de amparo y de hábeas 

corpus, y hasta tanto se dictase la susodicha Ley de la Jurisdicción Constitucional, 

el órgano jurisdiccional competente podía utilizar alguno de aquellos establecidos 

en la propia Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, siendo quizás el más 

idóneo para tramitar y resolver tales asuntos, por su semejanza o similitud, el 

regulado para el proceso de hábeas data.100

98. Artículo 127 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.

99. El antecedente de esta norma es el artículo 102 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.

100. Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, sentencia 952, de 20 de agosto de 2010. 

https://cijur.mpba.gov.ar/doctrinas#top
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Sin embargo, luego de 15 años de vigencia de la Constitución se sancionó la Ley 

Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales en 2015, que 

regulaba los procesos de amparo constitucional y hábeas corpus o amparo a 

la libertad personal, pero dicha ley jamás fue promulgada, en virtud de lo que 

subsiste el vacío legal y por tanto mantiene su pertinencia la propuesta de solución 

formulada en el párrafo precedente.

Finalmente cabe mencionar, que el proceso contencioso administrativo de 

anulación de actos administrativos contrarios a Derecho, se encuentra regulado 

en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.101-102

VI. CONSIDERACIONES FINALES

Tal como se señaló en la introducción de este trabajo, si se hubiese cumplido la 

Constitución que fue anunciada por sus promotores con vocación de vigencia 

centenaria, se hubiese respetado la democracia, se hubiese actuado dentro de un 

Estado de Derecho y los derechos constitucionales hubiesen sido garantizados, 

el estudio de la aplicación del texto constitucional en su vigésimo aniversario 

seguramente hubiese inspirado un trabajo laudatorio, sin dejar de reconocer 

aquello que debería ser corregido, mejorado o reformado, como consecuencia de 

la evolución de las instituciones y de las exigencias del paso del tiempo.

Lamentablemente la falta de aplicación y cumplimiento de la Constitución por 

quienes han ejercido el Poder Público, conduce a pensar que esta será el chivo 

expiatorio de este tiempo que agoniza y que la necesidad de brindar esperanza 

e ilusión a la sociedad venezolana, llevarán a que el texto constitucional de 1999 

con pocas luces y muchas sombras por su falta de aplicación, pase a ser una 

estadística más en la historia político constitucional de Venezuela.

101. Allan R. Brewer-Carías, Introducción General al Régimen de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2ª ed., Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2014, pp. 
9-151.

102. Víctor R. Hernández-Mendible, La Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de Venezue-
la, de 2010, Revista de Administración Pública Nº 182, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 
2010, pp. 255-282. 
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No obstante, quienes hemos exigido durante tantos años el cumplimiento 

y aplicación de la Constitución a los órganos que ejercen el Poder Público, 

igualmente debemos exigirles a las nuevas autoridades democráticas, que 

mientras no sea formalmente derogada esta, se aplique a los fines de que 

conforme con el artículo 25 de la Constitución y del Estatuto de Roma, así como 

de los artículos 116 y 271 de la Constitución, aquellos que fueron ministros, 

diputados, magistrados y jueces, militares del alto rango del régimen, directivos 

de empresas del Estado, institutos autónomos y fundaciones públicas, sean 

juzgados bajo la misma Constitución y leyes que ellos crearon y violaron de 

forma premeditada y sistemática, salvo los casos en que hayan muerto o se 

hayan suicidado para evadir responder a la justicia por sus crímenes de lesa 

humanidad y contra el patrimonio público, en cuyo supuesto se extinguiría la 

acción penal, pero no la responsabilidad patrimonial para resarcir al Estado los 

daños que le hayan ocasionado a dicho patrimonio público.103

En el futuro la realidad político jurídica se impondrá y dirá en el corto plazo, 

qué sobrevivirá de una Constitución que surgió de un proceso constituyente 

inconstitucional y que por lo tanto desde su origen tuvo sus días contados, como 

se advirtió durante la tramitación de aquel proceso en 1999.104 

Caracas, 24 de julio de 2020   

103. Víctor R. Hernández-Mendible, El Estado de Derecho y los controles institucionales en la lucha contra la 
corrupción, El Control y la Responsabilidad en la Administración Pública, 1ª ed., Editorial Jurídica Venezolana - 
CAJO, Caracas, 2012, pp. 81-130.

104. Víctor R. Hernández-Mendible, La contribución del Poder Judicial a la desaparición de la Constitución, 
la democracia y el Estado de Derecho en Venezuela, El nuevo Derecho Constitucional venezolano, Universidad 
Católica Andrés Bello, Caracas, 2000, pp. 81-108.
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